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El informe jurídico se ha sido realizado en relación a un expediente penal de robo 

agravado que fuera cometido por dos sujetos en un vehículo de transporte 

público de pasajeros, quienes despojaron con violencia de la cartera que portaba 

la agraviada, para luego darse a la fuga. Fue intervenido inmediatamente 

después uno de ellos, y más adelante se consideró como presuntos autores de 

este hecho Carlos Kenedy Contreras Regalado y Jimmy Mostacero Mauricio, 

contra quiénes se abrió proceso penal. Cabe resaltar que este proceso se tramitó 

con el Código de Procedimientos Penales vigente todavía en algunos distritos 

judiciales como el de Lima Centro. 

En la primera parte del informe se realiza un recuento de los principales actos 

procesales, se siguió la vía de un proceso ordinario que tiene una etapa de 

instrucción y otra de juicio oral. La primera sentencia fue condenatoria en relación 

a Jimmy Mostacero Mauricio imponiéndole cuatro años de pena privativa de 

libertad, lo que dio lugar el recurso de nulidad presentado por el Ministerio 

Público y que determinó que la Sala Penal Suprema resolviera declarar haber 

nulidad en el extremo de la pena, reformándola, impusieron nueve años. 

En la segunda parte del informe jurídico se identificaron y analizaron los 

problemas jurídicos del expediente, se consideró relevante evaluar si se había 

enervado la presunción de inocencia, la aplicación de la conclusión anticipada 

del juicio oral, así como el cumplimiento de los presupuestos para la medida de 

prisión preventiva. En el análisis efectuado, se tuvo en cuenta la normatividad 

vigente y criterios derivados de la doctrina y la jurisprudencia nacional. 

En la parte final del informe se establece un análisis de las decisiones de cada 

instancia y sobre los problemas jurídicos, para luego establecer conclusiones. 

En cuanto a la configuración del delito y la responsabilidad del procesado 

Mostacero Mauricio no existió mayores problemas, pero sí en la determinación 

de la pena, que inicialmente se reduce a cuatro años de pena privativa de 

libertad, sin que estuviera legalmente justificada y resultó desproporcionada por 

el exceso en la disminución, que corrige luego, la Corte Suprema al conocer el 

recurso de nulidad. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS 

POR LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

1. SÍNTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACIÓN 

POLICIAL 

 

El 15 de marzo de 2014, a las 00:40 horas aproximadamente, cuando 

efectivos policiales del grupo Terna de la Zona Norte se encontraba 

realizando labores de inteligencia por inmediaciones de la av. Universitaria 

con el cruce de la av. marañón en el distrito de los Olivos, se percataron que 

dos sujetos fungiendo de pasajeros, detuvieron el vehículo de servicio 

público –combi-, pues al detenerse el vehículo y aprovechando que el 

cobrador abrió la puerta, sustrajeron con violencia la cartera de la pasajera 

que se encontraba sentada en el respaldar del asiento del chofer; luego de 

ello, se dieron a la fuga, siendo perseguidos de manera inmediata, 

lográndosele capturar a uno de ellos cerca del lugar de los hechos, el mismo 

que opuso tenaz resistencia a su intervención y luego de ser reducido fue 

conducido a la comisaría PNP de Laura Caller para su identificación plena y 

realizar las diligencias pertinentes.  

 

2. FORMALIZACIÓN DE LA DENUNCIA 

 

Luego de haberse elaborado y remitido el atestado policial a la Fiscalía; el 

15 de marzo de 2014, el titular de la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de los 

Olivos, en virtud del artículo 159° de la Constitución y el artículo 11° de la 

Ley Orgánica del Ministerio Público formalizó denuncia penal contra Carlos 

Kenedy Contreras Regalado y Jimmy Mostacero Mauricio por el delito 

Contra el Patrimonio – Robo agravado en agravio de Rosa Milagros Canales 

Vargas. Conducta prevista y sancionada en el artículo 188º del Código Penal 

vigente como tipo base y las agravantes contenidas en el inciso 2, 4 y 5 del 

artículo 189°. Asimismo, solicitó se trabe embargo preventivo.  



3. AUTO DE APERTURA DE INSTRUCCIÓN 

 

Formalizada la denuncia, el juez penal, con fecha 15 de marzo de 2014, al 

observar la concurrencia de los requisitos del artículo 77° del Código de 

Procedimientos Penales expidió el auto de apertura de instrucción, en el cual 

se dispuso abrir instrucción en la vía del proceso ordinario contra Carlos 

Kennedy Contreras Regalado y Jimmy Mostacero Mauricio por el delito 

Contra el Patrimonio – Robo agravado en agravio de Rosa Milagros canales 

Vargas. Asimismo, trabó embargo preventivo contra los bienes de los 

procesados. A su vez fijó fecha para la Audiencia de Prisión preventiva. 

 

4. DECLARACIÓN INSTRUCTIVA  

 

El 16 de julio de 2014, el procesado Carlos Kenedy Contreras Regalado 

en el Centro Penitenciario de Lurigancho brindó su declaración instructiva, 

en presencia de su abogado defensor, luego de exponer sus generales de 

ley y ser exhortado a decir la verdad, manifestó lo siguiente: 

- Que, se consideraba inocente de los hechos. 

- Que, conocía a su coprocesado. 

- Que, el día de los hechos se encontraba en el boulevard de comas 

festejando una reunión con sus compañeros de trabajo por motivos de 

haber pasado el primer ciclo de derecho y cuando estuvo regresando 

a su domicilio a las 11:30 de la noche, se encontró con su 

coprocesado en el paradero; siendo que decidieron tomar un solo taxi 

pero éste no los quiso llevar hasta el lugar donde iban porque estaban 

ebrios, por lo que los dejó en la Av. Universitaria; luego de ello, él 

paró una combi para irse en ella, en ese momento observa que sube 

su coprocesado y arrebata la cartera a una chica y se da a la fuga; 

entonces él se quedó parado, y en ese momento llega un taxi blanco 

de donde bajaron efectivos policiales y lo intervienen. 



- Que, se quedó sorprendido, por eso cuando lo intervinieron los 

llevaron a la comisaría y allí brindo el nombre de quien había robado a 

la chica. 

- Que, desconoce porque la chica lo sindica como una de las personas 

que le había robado, seguro fue porque estaba con su coprocesado y 

fue él quien detuvo a la combi. 

- Que, es falso que se haya dado a la fuga. 

- Que, cuando fue intervenido no tenía ninguna pertenencia de la chica. 

- Que, se ratificaba en su manifestación policial. 

- Que, era la primera vez que era investigado por ese tipo de hechos y 

no registraba antecedentes penales. 

- Que, conocía a su coprocesado unos tres años más o menos por ser 

del mismo barrio. 

- Que, él estaba a un metro de los hechos. 

- Que, observó que su coprocesado cogió la cartera con sus dos 

manos y le arrebató a la chica. 

- Que, no vio si la agraviada persiguió a su coprocesado. 

- Que, al momento de su intervención no estaba presente la agraviada. 

- Que, estaba ebrio. 

- Que, había tenido trescientos soles en su poder pero se lo gastó 

libando con sus compañeros; además tenía cuatro tarjetas de crédito. 

- Que, su coprocesado le dijo que no tenía dinero para pagar el taxi, 

por eso él lo iba a pagar. 

- Que, el cobrador estaba sentado Y abrió la puerta con una mano. 

- Que, los dos subieron al mismo tiempo y el cobrador lo empujó y cayó 

al suelo. 

- Que, vio que a su coprocesado lo estaban persiguiendo y que hacían 

disparos al aire. 

- Que, di el nombre de su coprocesado de forma espontanea. 

En ese estado se concluyó la diligencia. 

 

Con fecha 15 de diciembre de 2014, la persona de Jimmy Mostacero 

Mauricio, rindió su declaración instructiva. Después de brindar sus 

generales de ley, manifestó lo siguiente: 



- Que, es inocente de los hechos que le imputan. 

- Que, el día y hora de los hechos que le mencionan se encontraba 

descansado en su casa con su señora. 

- Que, el 15 de marzo de 2014 no se encontró con su coprocesado. 

- Que, no participó en los hechos que le imputan. 

- Que, desconoce porque su coprocesado lo sindica como autor de los 

hechos, debe de ser porque su mamá tuvo un problema con el papá 

de su coprocesado y él le reclamó para que le devuelva el dinero. 

- Que, conocía a su coprocesado desde hacía cuatro a cinco años ya 

que vivía cerca de su casa. 

- Que, no sabe a qué se dedicaba su coprocesado. 

- Que, no conoce el lugar donde se suscitaron los hechos. 

- Que, no ha compartido taxi con su coprocesado. 

- Que, el día de los hechos tenía un segundo trabajo donde laboró 

desde las cinco de la tarde hasta las doce de la noche. 

Con ello concluyó la diligencia. 

 

5.  DECLARACIÓN PREVENTIVA 

 

Con fecha 16 de septiembre de 2014, la persona de Rosas Milagros Canales 

Vargas concurrió al juzgado a fin de dar su declaración preventiva, luego de 

dar sus generales de ley, manifestó lo siguiente: 

- Que, no conocía al procesado y que se ratificaba en sus generales de 

ley. 

- Que, los hechos ocurrieron el 15 de marzo de 2014, cuando estaba 

en una combi y se dirigía a su domicilio. En la intersección de la Av. 

Marañón con Universitaria, dos sujetos le arrebataron su cartera, 

luego de ello, se dieron a la fuga, siendo que el grupo terna los 

persiguió, logrando capturar a uno de ellos. 

- Que, los dos sujetos le jalaron la cartera, conjuntamente. 

- Que, en su cartera tenía su celular, trescientos soles, su fotochek de 

trabajo, su tarjeta de débito del Banco Continental y algunos 

cosméticos. 



- Que, estaba sentada a espalda del chofer, en medio. 

- Que, el procesado Contreras Regalado se abalanzó contra ella y la 

jaló hasta la puerta, siendo allí que se rompió la correa de la cartera. 

- Que, los dos coprocesados se abalanzaron contra ella. 

- Que, solo intervinieron a uno de los sujetos, pues Mostacero Mauricio 

se dio a la fuga. 

- Que, el monto de lo sustraído asciende a unos mil trescientos nuevos 

soles. 

- Que, en la comisaría un familiar del procesado le ofreció que le iban a 

devolver sus cosas. 

- Que, los familiares de los procesados la fueron a buscar a su casa y 

le pedían que cambie su declaración, echándose la culpa uno al otro. 

- Que, en su declaración policial dijo que había corrido tres cuadras 

atrás de los sujetos, porque estaba nerviosa. 

- Que, cuando corrieron se dio cuenta que el procesado Mostacero era 

quien tenía la cartera. 

- Que, en la comisaría tomó conocimiento del nombre del procesado. 

Con ello se dio por finalizada la declaración.  

 

6. PRINCIPALES PRUEBAS ACTUADAS 

 

6.1. Certificado de antecedentes judiciales de los procesados. 

 

6.2. Confrontación entre el procesado Carlos Kennedy Contreras Regalado y 

la agraviada Rosa Milagros Canales Vargas. 

 

7. DICTAMEN E INFORME FINAL 

 

Finalizado el plazo ampliatorio, el Fiscal Provincial, con fecha 22 de enero de 

2015, emitió su dictamen final precisando las diligencias actuadas, no 

actuadas, incidentes promovidos, cumplimiento de los plazos y sobre la 

situación jurídica de los procesados. Asimismo, el juez penal, con fecha 26 



de enero de 2015, emitió su informe final en los mismos términos que el 

fiscal. 

 

8. ACUSACIÓN FISCAL 

 

Elevado el expediente a la Sala Penal se decretó vista fiscal remitiéndose el 

expediente al Fiscal Superior quien con fecha 16 de junio de 2015, el Fiscal 

Adjunto de la Cuarta Fiscalía Superior Penal de Lima Norte, formuló 

acusación sustancial contra Carlos Kennedy Contreras Regalado y Jimmy 

Mostacero Mauricio por el delito Contra el Patrimonio –Robo agravado en 

agravio de Rosa Milagros Canales Vargas; solicitando que se le imponga 

doce años de pena privativa de libertad, y se fije en dos mil soles el monto 

por concepto de reparación civil que deberán abonar a favor de la agraviada.  

 

9. AUTO DE ENJUICIAMIENTO 

 

En mérito a la acusación, el 31 de julio de 2015, la Segunda Sala Penal para 

Procesados en Cárcel de Lima Norte tras realizar el control de acusación, 

expidió el auto de enjuiciamiento declarando que había mérito para pasar a 

juicio oral y señalaron fecha y hora para el inicio de la Audiencia. 

 

10. SÍNTESIS DEL JUICIO ORAL 

 

En la Sala de Audiencias del Establecimiento Penitenciario de “Lurigancho”, 

el 24 de agosto de 2015, se reunió la Segunda Sala Penal de Reos en 

Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte a fin de dar inicio a la 

Audiencia Pública en el proceso penal seguido contra Carlos Kennedy 

Contreras Regalado y Jimmy Mostacero Mauricio por el delito Contra el 

Patrimonio –Robo agravado en agravio de Rosa Milagros Canales Vargas. 

En este estado, ante la inconcurrencia del acusado Jimmy Mostacero 

Mauricio y con lo opinado por el fiscal, se suspendió la Audiencia a fin de 



que sea notificado y se apersone al proceso; previamente se declaró por 

instalada la Audiencia. 

 

Con fecha 01 de septiembre de 2015, se continuó con la Audiencia. En ella 

se encontraban presentes el representante del Ministerio Público y los 

acusados quienes estaban debidamente asesorados por sus abogados 

defensores. Acto seguido, se procedió con la oralización de la acusación por 

parte del Fiscal y finalizada la misma, el presidente de la Sala instruyó a los 

acusados respecto a los alcances de la Ley Nº 28122, por lo que luego de 

ello, les preguntó si se consideraban responsables de los hechos. Ante ello, 

el acusado Carlos Kennedy Contreras Regalado manifestó ser inocente; por 

su parte, el acusado Jimmy Mostacero Mauricio se reconoció responsable 

de los hechos y aceptaba la reparación civil que se le imponga. Preguntado 

su abogado, señaló su conformidad con ello. Asimismo, el Fiscal no se 

opuso a la conclusión anticipada a la cual se acogió el acusado. Ante ello, la 

Sala declaró la conclusión anticipada del debate oral respecto al acusado 

Jimmy Mostacero Mauricio y señaló que se continuaba el mismo contra el 

acusado Carlos Contreras. En ese estado se suspendió la Audiencia. 

 

Con fecha 3 de septiembre de 2015, se continuó con la Audiencia. En ella se 

dicto sentencia contra el acusado Jimmy Mostacero Mauricio y al ser 

preguntado sobre su conformidad con la misma, expuso que se reservaba 

su derecho de impugnar. De igual manera lo manifestó el Fiscal. 

Asimismo, la Sala ordenó continuar con el juicio oral contra Carlos Kennedy 

Contreras Regalado. En ese estado se suspendió la Audiencia. 

 

En la misma fecha, se continuó con la Audiencia Oral contra el acusado 

Carlos Kennedy Contreras Regalado. El juicio oral se estaba llevando con 

normalidad y conforme a las reglas que establece el Código de 

Procedimientos Penales, sin embargo, con fecha, 28 de diciembre de 2015, 



se resolvió declarar quebrada la Audiencia y se fijó fecha para el inicio del 

nuevo juicio oral. 

 

11. SENTENCIA DE SALA SUPERIOR 

 

Con fecha 3 de septiembre de 2015, la Segunda Sala Penal de reos en 

cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, emitió sentencia en la 

cual Falló declarando responsable penal a Jimmy Mostacero Mauricio por el 

delito Contra el Patrimonio –Robo agravado en agravio de Rosa Milagros 

canales Vargas, y como tal le impusieron cuatro años de pena privativa de 

libertad; y fijaron en un mil quinientos soles el monto de reparación civil que 

debía abonar el sentenciado a favor de la agraviada.  

 

Ante dicha decisión, el Fiscal interpuso Recurso de Nulidad. 

 

12. RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

 

La Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, el 12 de enero de 2017, declaró HABER NULIDAD en la 

sentencia impugnada en el extremo que le impusieron a Jimmy Mostacero 

Mauricio, cuatro años de pena privativa de libertad efectiva y 

REFORMÁNDOLA le impusieron nueve años de pena privativa de libertad; 

declararon NO HABER NULIDAD en lo demás que contiene. 

 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANALISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Luego de la exposición de los principales actos procesales que se han 

desarrollado en el proceso y realizar el análisis respectivo, se han podido 

vislumbrar los siguientes problemas jurídicos: 

- ¿El principio de presunción de inocencia que tiene todo justiciable, 

fue enervado en el presente caso? 

- ¿En qué consiste la conclusión anticipada del juicio oral y cuáles son 

sus beneficios? 

- ¿se cumplían los presupuestos de la prisión preventiva en el 

presente caso para decretarse? 

 

ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

- ¿El principio de presunción de inocencia que tiene todo 

justiciable, fue enervado en el presente caso? 

El ser humano como fuente innata e inagotable de derechos fundamentales, 

siempre debe encontrar refugio y protección en los Órganos Jurisdiccionales, 

en ese sentido, es que el Estado en un primer lugar esos derechos 

fundamentales los positiva a fin de que sean respetados por todos; por tanto, 

en el ámbito jurisdiccional, siempre que se le impute algún hecho o evento 

delictivo debe de respetársele estos derechos y sobre todo, el derecho a la 

presunción de inocencia. 

La presunción de inocencia es un principio por el cual toda persona que se le 

atribuye un delito, sea considerado inocente, debiendo el Ministerio Publico 

quien tiene la carga de la prueba desvirtuar dicha inocencia y establecer a 

través de pruebas la certeza de la culpabilidad. 

Meini (2013) señala: 



La presunción de la inocencia garantiza que el procesado sea tratado 

como inocente durante el proceso penal. Consecuencia directa de este 

postulado es que las medidas restrictivas de la libertad que prevé 

nuestro ordenamiento jurídico solo podrán ser decretadas cuando sean 

estrictamente necesarias. En estos casos no desaparece la presunción 

de inocencia, sino que la libertad personal es un derecho que tiene 

ciertas limitaciones, una de las cuales es, precisamente, permitir a los 

poderes públicos cumplir con sus objetivos en la investigación de delitos, 

garantizando la permanencia de la persona investigada, evitando así 

que eluda o perturbe la acción de la justicia. La presunción de inocencia, 

entonces, no es absoluta. Si la inocencia se presume, a contrario, la 

culpabilidad se demuestra. La culpabilidad, en su acepción más amplia, 

es el juicio que permite imputar a una persona un hecho antijurídico. En 

otras palabras, le compete al juez acreditar y explicar en la sentencia 

cual es el razonamiento y las pruebas de las que se vale para imputar el 

injusto a su autor. La presunción de inocencia es una iuris tantum, e 

impide que en terreno penal tenga cabida otras presunciones para 

demostrar la culpabilidad. Esta garantía se amplía en el artículo III del 

Título Preliminar del Código Penal para las analogías: “No es permitida 

la analogía para calificar el hecho como delito o falta, definir un estado 

de peligrosidad o determinar la pena o medida de seguridad que les 

corresponda (pp. 422-423) 

Atendiendo a ello, tenemos que la presunción de inocencia es aquel status 

jurídico que tiene toda persona cuando es investigada por la comisión de algún 

delito. Mediante este principio/derecho, toda persona deberá ser considerada 

inocente, mientras que judicialmente no se muestre su culpabilidad 

(Constitución Política, artículo 2º, numeral 24, literal e). Entonces, al 

investigado se le respetarán todos sus derechos, pues es un ciudadano más, 

aunque con una investigación en su contra. Lamentablemente, en el Perú, hay 

una suerte de presunción de culpabilidad, donde toda persona es tratada como 

culpable hasta que ésta no muestre su inocencia.  

Debemos recordar que este principio, tiene también sustento en normas 

internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, la 



misma que en su artículo 11.1 señala: “Toda persona acusada de un delito 

tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad”. Sin embargo, como se ha expuesto, en nuestro país, se 

evidencia en su gran mayoría un quebrantamiento de este principio, pues 

actualmente, este principio se interpreta de manera distinta en cada caso, 

dependiendo en muchos de ellos, de un análisis político y social más que en un 

análisis de derecho y de respeto al debido proceso, pues esto se evidencia 

muy claramente en la imposición de la prisión preventiva, que en la actualidad, 

antes de ser la medida última a la cual se debe recurrir, se ha convertido en 

una medida habitual. En esta medida se observa fácilmente la vulneración de 

este principio, puesto que ya al imponérsele se le está considerando al 

procesado responsable del hecho que se le imputa, más aun si no existen 

indicios suficientes para tener un cierto grado de certeza de ello, con ello no 

quiero señalar que en toda prisión preventiva se vulnere este principio, sino 

que para que se pueda imponer esta medida deben existir graves y verdaderos 

indicios de la comisión del delito, tal como lo señala el Acuerdo Plenario 1-

2019. 

Ahora bien, en el caso materia de autos se tiene en un principio que se les 

imputo a los procesados Contreras Regalado y Mostacero Mauricio el delito de 

robo agravado, esto es por haberla despojado de su cartera a la persona de 

Rosa Canales Vargas cuando esta se transportaba en un vehículo de servicio 

público. Como se ha expuesto, toda persona a quien se le impute un hecho 

delictivo, desde un inicio se le debe presumir inocente, siendo que esta 

presunción solo se agota, con una actividad probatoria idónea, clara y 

contundente, ya que si dicha actividad probatoria genera duda respecto al 

evento delictivo y sobre todo respecto a la responsabilidad del o los 

procesados, se debe aplicar el principio del in dubio pro reo, esto significa que 

se debe interpretar siempre a favor de los procesados. Por tanto, la actividad 

probatoria, siempre será una herramienta valiosa para poder lograr enervar la 

presunción de inocencia. 

En ese sentido, tenemos que la prueba es aquella actividad procesal que va 

generar certeza jurídica, en la decisión de los órganos jurisdiccionales; sin que 

exista una prueba fehaciente de culpabilidad no se podría desvirtuar el 



Principio de Presunción de Inocencia. Con relación al in dubio pro reo, Villegas 

(2015) manifiesta que: 

La regla in dubio pro reo supone para el juzgador la imposibilidad de 

condenar cuando no tiene plena convicción sobre los hechos y sus 

responsables. Opera en aquellos casos en los que, a pesar de llevarse a 

cabo una actividad probatoria con todas las formalidades establecidas 

en la ley, y respetando el contenido constitucionalmente protegido de los 

derechos fundamentales, las pruebas obtenidas dejan duda en el ánimo 

del juzgador respecto a la existencia de la culpabilidad del acusado, por 

lo que procede su absolución (p. 296). 

Por su parte Arbulú (2015) expresa que: 

Esta es una garantía que va en favor del procesado. La duda es la 

situación ambigua que tiene el juez respecto a si el acusado ha cometido 

o no los hechos imputados, luego de haberse desarrollado la actuación 

probatoria. En el caso del proceso peruano deriva del artículo 139º inciso 

11) que garantiza que, en caso de duda en la aplicación de la ley, debe 

ser la más favorable al procesado en el escenario de duda o de conflicto 

entre leyes penales. En el NCPP artículo II.1, se establece que en caso 

de duda sobre la responsabilidad penal debe resolverse a favor del 

imputado. La carga de la prueba está en la parte acusadora y el 

imputado tiene la presunción de ser inocente, hasta que luego del juicio 

y con las pruebas aportadas y valoradas, se acredite su responsabilidad 

penal. Por un lado, puede darse la situación en que el imputado tiene 

derecho a ser absuelto si no se pudieron actuar algunos medios de 

prueba de la fiscalía; y por el otro si las pruebas valoradas por el juez no 

han logrado convencerlo de su culpabilidad o se ha generado un estado 

de duda, debe absolverse al acusado porque la duda le debe favorecer 

(p. 101). 

En el presente caso, se tiene que existen dos procesados, de los cuales se 

logró condenar a uno de ellos – Mostacero Mauricio-, ya que se acogió a la 

conclusión anticipada del juzgamiento ; es decir, a través de esta institución es 

que el mismo procesado acepta su responsabilidad de los hechos que se le 



imputan; sin embargo, se debe señalar que si bien, atendiendo a ello, se podría 

señalar que efectivamente se enervó el principio de presunción de inocencia, 

también debemos exponer que ello se logró con los medios probatorios 

ofrecidos por el Ministerio Público, como la declaración de la agraviada y del 

coinculpado Contreras Regalado.  

 

- ¿En qué consiste la conclusión anticipada del juicio oral y 

cuáles son sus beneficios? 

El proceso es un conjunto de actos, donde priman diversos principios a fin de 

poder hacer más dinámico y efectivo el mismo; es por esta razón que los 

legisladores han considerado la posibilidad de evitar todo el camino de diversos 

actos procesales en un proceso penal, implementando así figuras jurídicas 

como la conclusión anticipada del juzgamiento. 

ROSAS (2014) interpretando al Acuerdo Plenario 5-2008 señala respecto a la 

conclusión anticipada del juzgamiento que: 

Este acto procesal tiene un carácter expreso y siempre es unilateral –no 

es un negocio procesal, salvo la denominada “conformidad premiada” 

establecida en el artículo 372°, apartado 2), del nuevo Código Procesal 

Penal, en cuanto prescribe “...el acusado también podrá solicitar por sí o 

a través de su abogado conferenciar previamente con el Fiscala para 

llegar a un acuerdo sobre la pena...”-. Además, es un acto unilateral de 

disposición de la pretensión, claramente formalizado, efectuado por el 

acusado y su defensa -de doble garantía-, que importa una renuncia a la 

actuación de pruebas y del derecho a un juicio público, que a su vez 

genera una expectativa de una sentencia conformada –en buena cuenta, 

constituye un acto de disposición del propio proceso, al renunciar a los 

actos del juicio oral, y del contenido jurídico material de la sentencia, al 

convenir, desde ya, la expedición de una sentencia condenatoria en su 

contra (p. 6). 

 



Por su parte, MENDOZA (2010) señala que: 

En esta institución rige el principio del consenso, pues la decisión del 

acusado y de su defensa son determinantes para iniciar este 

procedimiento: se requiere que el acusado acepte ser el autor o partícipe 

del delito materia de acusación y responsable de la reparación civil, 

confesión que tiene como efecto concluir el juicio y la emisión de una 

sentencia anticipada (pp. 234-235). 

Conforme se expresa, esta institución se plantea en el juicio y esto es antes de 

dar inicio a la diligencia del juicio oral, es allí donde el Director de Debates 

pone en conocimiento al acusado sobre la Ley de Conclusión Anticipada 

preguntando “si acepta o no ser autor o partícipe del delito materia de 

acusación y responsable de la reparación civil”, por lo que previa consulta a su 

abogado deberá responder; y si la respuesta es afirmativa se declarará 

conclusión del debate oral. 

A manera de instrucción, debemos añadir que mediante la Ley N° 28122-Ley 

sobre Conclusión Anticipada, nuestro ordenamiento jurídico incorpora dos 

instituciones: a) la conclusión anticipada de la instrucción, y b) la conclusión 

anticipada del juicio, el primero implica la supresión de la instrucción al haberse 

logrado el objetivo de la causa, toda vez que existen medios de prueba 

suficientes que acreditan el hecho, lo cual hace innecesario seguir con el 

trámite de la investigación. El segundo, implica la supresión del juicio oral, en 

virtud de que el acusado acepta ser el autor del delito y responsable de la 

reparación civil a favor de la agraviada, en ese sentido, se concluye el juicio 

oral y se emite sentencia. 

Asimismo, se debe señalar que además de ya no caminar por el contradictorio 

del juicio oral, la conclusión anticipada del mismo, brinda la posibilidad del 

juzgador de realizar una reducción de la pena hasta en una séptima parte de 

ella. 

La conclusión anticipada del juicio oral no comporta una circunstancia 

atenuante privilegiada que dé lugar, de forma necesaria, a una 

imposición de pena por debajo del mínimo legal de la pena conminada 



del delito que se trate. Constituye una regla de reducción punitiva por 

bonificación procesal que se aplica sobre la base de la pena concreta 

previa que se haya determinado. La proporción en que se realiza la 

aminoración de pena por conformidad procesal no puede sobrepasar el 

séptimo de la referida pena; el quantum punitivo final se establece en 

atención a las circunstancias del hecho, el nivel y alcance de su actitud 

procesal, entre otros criterios. SALA PENAL PERMANENTE 

R.N. 2793-2017, SAN MARTÍN. Lima, 13 febrero de 2018. 

 

- ¿se cumplían los presupuestos de la prisión preventiva en el 

presente caso para decretarse? 

Dentro de la gama de medidas con las que cuenta el estado para poder lograr 

el fin del proceso penal, la más gravosa es la prisión preventiva, ello en razón 

de que su mala imposición; es decir, sin la debida observancia de los 

requisitos, puede llevar a una gran vulneración del derecho a la libertad. 

Asimismo, esta medida coercitiva es una de las más cuestionada, aunque muy 

solicitada, ello debido a que su aplicación tiene un carácter subjetivo, ya que 

dependerá de la apreciación de cada juez para dar por cumplidos los 

requisitos. 

ANGULO (2011) señala que “la prisión preventiva constituye una medida 

cautelar, personal y provisional que teóricamente resulta variable, según las 

condiciones que se presenten; y , que si se solicita y acuerda, debe suceder, 

solo cuando sea absolutamente indispensable” (p. 15). 

Por su parte, PINO (2017) señala que: 

La prisión preventiva constituye una medida de coerción de carácter 

personal y de naturaleza excepcional, a través de la cual, 

provisoriamente, se priva del derecho al libre tránsito al imputado. Esta 

medida es dispuesta luego de agotada toda posibilidad de imponer, en 

su lugar, una medida menos gravosa (p. 237). 



De acuerdo a lo sostenido por el autor, la prisión preventiva (también conocido 

mandato de detención con el Código Procesal Penal de 1991) constituye una 

medida cautelar que afecta la libertad personal, y dicha medida será dictada 

por el juzgador siempre y cuando cumpla ciertos presupuestos materiales, 

como la existencia de graves elementos de convicción, la sanción a imponer 

sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad, y que exista el peligro 

de fuga o peligro de obstaculización (conforme al Artículo 268° NCPP) 

Sin embargo, ha existido siempre una gran incertidumbre respecto a su 

aplicación, sobre todo a los presupuestos relacionado con los graves 

elementos de convicción y el peligro procesal; es por ello, que estos 

presupuestos han sido aclarados en el Acuerdo Plenario 1-2019; así podemos 

señalar entre ello que dicho Acuerdo Plenario en los considerados del 24° al 

27°, hace un mayor análisis sobre el grado de convicción que debe 

preponderar en el juez a fin de tener por cumplido este primer presupuesto: 

“(…) 25° (…) Se ha de afirmar un JUICIO DE PROBABILIDAD sentado en 

criterios objetivos sólidos o indicios consistentes, contar con un sistema 

coherente de datos graves, precisos y concordantes y con un alto grado de 

confianza, consistencia, fiabilidad y credibilidad, sin llegar, por cierto, al 

estándar de convencimiento más allá de toda duda razonable. Este juicio de 

probabilidad fuerte, o alto grado de probabilidad requiere asumir con tal entidad 

o nivel de probabilidad de que el imputado ha cometido el hecho delictivo – 

como autor o participe- y de que están presentes todos los presupuestos de 

punibilidad y de la perseguibilidad”. (…)”; asimismo, añade que 

““(…) 39. Peligrosismo procesal (periculum libertatis). Este peligrosismo, afirma 

Gutierrez de Cabiedes, nos remite a los riesgos relevantes, y estos, a las 

finalidades constitucionales legítimas de esta medida […], por lo que es el 

elemento más importante para evaluar la validez de una medida de coerción y 

en él se advierte mejor que en ningún otro elemento las funciones que están 

llamadas a cumplir las referidas medidas de coerción […]. El Código Procesal 

Penal asumió la concepción o teoría de los dos peligros para justificar 

convencional y constitucionalmente la prisión preventiva: peligro de fuga y 

peligro de obstaculización. Solo se requiere la concurrencia de un peligro o 



riesgo procesal concreto para justificar la prisión preventiva; puede ser uno u 

otro, sin perjuicio de que puedan concurrir los dos peligros”. 

De ello, se advierte que son “nuevas” las reglas a tener en cuenta para poder 

así dictar la prisión preventiva; digo entre comillas nueva, porque considero que 

lo que hace es un análisis más minucioso de estos presupuestos, quedando 

así más detallado lo que en realidad se debe observar, aunque también está 

aún siguen siendo dichos criterios un tanto subjetivos. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

Conforme ya lo tenemos dicho, se le imputó a los procesados el delito de robo 

agravado con las circunstancias de durante la noche, con el concurso de dos o 

más personas y en cualquier medio de locomoción. 

El delito contra el Patrimonio de robo agravado, se configura cuando el sujeto 

activo se apodera de bienes parcial o totalmente ajenos, causando un perjuicio 

a la víctima; sin embargo, para que se configure el delito, no solo basta que 

haya realizado un apoderamiento de los bienes, sino que dicha acción debe 

realizarse con violencia o grave amenaza, la misma que ponga en peligro 

inminente la vida o integridad física del sujeto pasivo.  

En ese sentido, del tenor del mismo, se puede observar que este delito, tiene 

como característica principal el uso de violencia o amenaza, es por ello, que si 

bien este tipo de delitos se encuentra tipificado en los delitos contra el 

patrimonio, también es cierto que por sus características y la forma de 

comisión, lleva consigo el poder lesionar otros bienes jurídicos y en razón a ello 

es que se expresa que este delito es de carácter pluriofensivo. 

El delito de robo agravado: 

“De acuerdo al artículo ciento ochenta y ocho, debidamente concordado 

con el articulo ciento ochenta y nueve del Código Penal, sanciona al que 



se apodera ilegítimamente de un bien mueble total o parcialmente ajeno, 

para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, 

empleando violencia contra la persona (...), agravándose tal conducta 

cuando entre otros se realiza durante la noche o lugar desolado, y a 

mano armada - incisos dos y cuatro, respectivamente, del mencionado 

artículo ciento ochenta y nueve del Código Penal – estableciéndose 

coma márgenes punitivos de la sanción a imponer no menor de diez ni 

mayor de veinte años de pena privativa de libertad” Sentencia de la 

Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, recaída en el Recurso 

de Nulidad No.4055-2009-Lima, 28 de enero de 2010. 

Con relación a la agravante de concurso, HUGO (2017) señala que “el 

concurso de dos o más personas, durante el desarrollo de la acción, 

incrementa la peligrosidad de los agentes y el riesgo para la vida o integridad 

de la víctima, siendo ese el fundamento sobrecriminalizador” (p. 109). 

Respecto al bien jurídico, PAREDES (2017) señala que “el robo entraña grave 

atentado, además de la propiedad, a la libertad o la integridad física; de todos 

modos, el bien directamente protegido es resueltamente la propiedad” (p. 139). 

En el presente caso, se tiene que fueron dos los procesados, sin embargo solo 

se terminó condenando a uno de ello – Mostacero Mauricio- quien fue el que se 

acogió a la conclusión anticipada del juzgamiento; es decir, reconoció su 

responsabilidad y aceptó el pago de la reparación civil. 

Respecto a la comisión del delito no hay mayor problema, puesto que esto 

quedó debidamente acreditada con la declaración de la víctima y de los 

procesados, en las cuales concuerdan sobre la sustracción del bien. Con 

relación a la responsabilidad del procesado y posteriormente condenado 

Mostacero Mauricio, la misma no solo queda acreditada con su aceptación de 

cargos y acogimiento a la conclusión anticipada, sino que la misma aqueda 

acreditada con los medios probatorios ofrecidos, los mismos que al ser 

contrarrestados con la aceptación de los cargos, dan la certeza de la autoría 

del sentenciado. 



En ese sentido, mi conformidad con ambas resoluciones al establecer la 

responsabilidad del procesado y la autoría del delito; sin embargo, mi 

disconformidad con la sentencia de primera instancia en el extremo de fijar la 

pena, pues si bien la conclusión anticipada del juzgamiento brinda la 

posibilidad de hacer una reducción de la pena, también es cierto que ella no 

puede ser tan exagerada, como lo hizo la Sala Superior, más aún si quedó 

acreditado que no hubo ninguna confesión sincera, ya que la aceptación que 

se realiza en el juzgamiento no se debe tomar como una confesión sincera, ya 

que son presupuestos distintos. Asimismo, no se ha demostrado que el 

sentenciado podía ser beneficiado por su edad, ya que no estaba entre los 18 y 

21 años. Por todo ello, considero que el análisis realizado por la Corte 

Suprema y la pena impuesta, resulta la más acorde a los hechos y 

circunstancias. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

- Dentro de los delitos contra el patrimonio encontramos el delito de 

robo, el mismo que se puede agravar de acuerdo a las circunstancias 

que se dan para la comisión del mismo, es por ello, este delito no 

solo vulnera el bien jurídico patrimonio, sino que puede llegar a 

vulnerar otros más como la salud, la vida. 

- El delito de robo agravado, para su configuración necesita dos 

elementos muy importantes, esto la violencia y/o amenaza, los 

mismos que no pueden presentarse conjuntamente, sino que 

también pueden desarrollarse de manera individual. 

- La institución de la conclusión anticipada del juicio oral, permite al 

juzgador emitir una sentencia sin tener que transcurrir por el 

contradictorio que se da en el juicio oral, ya que la misma se basa en 

la aceptación que el procesado realiza con todas las garantías 

necesarias; también se debe exponer, que esta aceptación vincula al 



órgano judicial a que debe emitir una sentencia sustentada en los 

cargos contenidos en la acusación fiscal escrita. 

 

V. BIBLIOGRAFÍA 

 

1. MEINI, I. (2013). Presunción de Inocencia”. En: La Constitución Política 

Comentada. Tomo I. Segunda Edición, Lima: Gaceta Jurídica. 

2. VILLEGAS, E. (2015). La presunción de inocencia en el proceso penal 

peruano. Un estado de la cuestión”. Lima: Gaceta Jurídica. 

3. ROSAS, J. (2014).  Conclusión anticipada del juzgamiento. En: 

https://www.mpfn.gob.pe/escuela/contenido/actividades/docs/3047_6_04

conclusion.pd 

4. MENDOZA, J. (2010). La conclusión anticipada del juicio oral, un análisis 

a partir de la jurisprudencia de la Corte Suprema. En: Gaceta Penal & 

Procesal Penal, Tomo 18, Lima: Gaceta Jurídica. 

5. ANGULO, P. (2011). La prisión preventiva y sus presupuestos 

materiales. En: Gaceta penal & procesal penal, Tomo 25, Lima: Gaceta 

Jurídica. 

6. DEL PINO, F. (2017). La prisión preventiva conforme a la CAS. Nº 626-

2013-Moquegua. A propósito del Caso Humala-Heredia. Gaceta Penal & 

Procesal Penal. Tomo 101, Lima: Gaceta Jurídica. 

7. HUGO, S. (2017). El robo agravado: especial referencia a la modalidad 

de robo usando armas aparentes o simuladas, de conformidad con el 

Acuerdo Plenario N° 5-2015/CIJ-116". En: Gaceta penal & procesal 

penal, Tomo 95, Lima: Gaceta Jurídica. 

8. PAREDES, J. (2016). Delitos contra el patrimonio, análisis doctrinario, 

legislativo y jurisprudencia, 3ª edición, Lima: Gaceta Jurídica. 



9. ARBULÚ, V. (2015). Derecho procesal penal. Un enfoque doctrinario y 

jurisprudencial. Tomo I, Gaceta Penal y Procesal Penal, Lima, Editorial 

Gaceta Jurídica, p. 101. 

 

VI. ANEXOS  

 

PRINCIPALES 

1.  Formalización de Denuncia 

2.  Auto apertura de instrucción 

− Declaraciones instructivas 

− Declaración preventiva 

− Confrontación entre las partes 

3.  Dictamen Final 

4.  Informe del Juez 

5.  Acusación 

6.  Auto de enjuiciamiento 

7.  Sentencia de Sala Superior 

8.  Recurso de nulidad  

9.  Sentencia de Sala Suprema 

 

COMPLEMENTARIOS 

1.  Certificado médico legal 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PRINCIPALES 

1. FORMALIZACIÓN DE DENUNCIA 







 

 

 

 

 

 

2. AUTO APERTURA DE INSTRUCCIÓN 







 



 

 

 

 

DECLARACIONES INSTRUCTIVAS 



















 



 

 

 

DECLARACIÓN PREVENTIVA 







 



 

 

 

CONFRONTACIÓN ENTRE LAS PARTES  









 

 

 

 

3. DICTAMEN FINAL 







 

 

 

 

4. INFORME DEL JUEZ 







 

 

 

5. ACUSACIÓN 











 

 

 

 

6. AUTO DE ENJUICIAMIENTO 









 

 

 

 

7. SENTENCIA DE SALA SUPERIOR 



















 



 

 

 

 

8. RECURSO DE NULIDAD 

 





 



 

 

 

9. SENTENCIA DE SALA SUPREMA 

 













 





 

 

 

 

 

COMPLEMENTARIOS 

1. CERTIFICADO MÉDICO LEGAL 



 


